
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO CENTRAL DE RECURSOS CONTRACTUALES

RESOLUCIÓN 227/2016

Recurso nº 150/2016 C.A. Galicia 20/2016

Resolución nº 227/2016

En Madrid, a 1 de abril de 2016.

VISTO el recurso interpuesto por D. P. A. P., en nombre y representación de ESPINA Y DELFÍN,S.L.,  GIGA

GABINETE  DE  INGENIERÍA,  S.L Y AVANSING  S.L.L, UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS contra la

resolución  de  la  Diputación  Provincial   de   A  Coruña  de  adjudicación  del  contrato  de  “Servicio  de

actualización,  análisis  y  mantenimiento  de  la  Encuesta  sobre  Infraestructuras  y  Equipamientos  Locales

(EIEL) de la provincia de A Coruña (fase 2014)” (número de expediente: PCO.001.2014.06842), este Tribunal

en sesión del día de la fecha ha adoptado la siguiente resolución:

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. La Diputación Provincial de A Coruña convocó, mediante anuncio publicado en el BOE el 26 de

agosto de 2015, en el perfil del contratante el 10 de agosto de 2015 y en el DOUE el 10 de agosto de 2016,

licitación  para  adjudicar  por  el  procedimiento  abierto  y  tramitación  ordinaria  el  contrato  de  servicio  ”de

actualización,  análisis y mantenimiento de la EIEL de la provincia de A Coruña (fase 2014)” (número de

expediente: PCO.001.2014.06842), por un valor estimado de 294.214,88 €, IVA excluido.

Segundo. La licitación se lleva a cabo de conformidad con los trámites previstos en el Texto Refundido de la

Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP en adelante), aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011,

de 14 de noviembre, en las disposiciones de desarrollo de la Ley y, en cuanto no se encuentre derogado por

ésta,  por  el  Reglamento  General  de  la  Ley  de  Contratos  de  las  Administraciones  Públicas  (RGLCAP),

aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre.

Tercero.  La UTE ESPINA Y DELFÍN,  S.L.,  GIGA GABINETE DE INGENIERÍA,  S.L Y AVANSING S.L.L,

presentó  escrito  interponiendo  recurso  especial  en  materia  de  contratación  contra  la  resolución  de

adjudicación del contrato de referencia, solicitando que se deje sin efecto la misma por falta de motivación 
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suficiente  del  informe de valoración de las ofertas,  toda vez que no permite conocer las razones de la

puntuación obtenida por las ofertas valoradas, solicitando la anulación de aquélla resolución.

Cuarto. De acuerdo con lo previsto en el artículo 46.2 del TRLCSP, se solicitó por el Tribunal al órgano de

contratación, la remisión del expediente, habiendo sido recibido acompañado del correspondiente informe.

Quinto. El 10 de marzo la Secretaría del Tribunal ha puesto de manifiesto el expediente a los restantes

licitadores a fin de que puedan formular las alegaciones que estimen convenientes, sin que el trámite haya

sido evacuado por ningún licitador.

Sexto. La Secretaria  de este  Tribunal,  por  delegación,  ha  dictado resolución de  10 de marzo  de 2016

acordando adoptar la medida provisional consistente en el mantenimiento de la suspensión de la tramitación

del  procedimiento  de  contratación  producida  como  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  45  del

TRLCSP.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Este Tribunal es competente para resolver el presente recurso, de conformidad con lo dispuesto en

el artículo 41.3 del  TRLCSP y en el Convenio suscrito al  efecto entre la Administración del  Estado y la

Comunidad Autónoma de Galicia el 7 de noviembre de 2013, publicado en el BOE el día 25 de noviembre de

2013.

Segundo. La interposición se ha producido dentro del plazo legal del artículo 44 del TRLCSP, al no haber

transcurrido  más  de  quince  días  hábiles  entre  la  fecha  de  notificación  del  acto  impugnado  y  la  de

presentación del recurso.

Tercero. El acto recurrido ha sido dictado en el seno de un proceso de licitación relativo a un contrato de

servicios sujeto a regulación armonizada, siendo por ello susceptible de recurso especial  en materia de

contratación al amparo de lo previsto en el artículo 40 del TRLCSP.

Cuarto. El recurso ha sido interpuesto por persona legitimada para ello de acuerdo con lo dispuesto en el

artículo 42 del TRLCSP, al tratarse de un licitador que ha concurrido al procedimiento.

Quinto. Entrando en el fondo de la cuestión, el recurso se fundamenta en la falta de motivación suficiente del

informe de valoración de las ofertas, toda vez que no permite conocer las razones de la puntuación obtenida

por las ofertas técnicas valoradas, en particular de la suya propia.

El anexo nº 2 del pliego de cláusulas administrativas particulares recoge los criterios de valoración para la

adjudicación del contrato, estableciendo como criterios no evaluables de forma automática:
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CRITERIO PUNTUACIÓN

Calidad de la oferta (referencias técnicas. apartado a)

Se valorará en este aportado:

 Idoneidad, multidisciplinariedad y cualificación científico - tecnológica  del

equipo de trabajo, hasta 15 puntos. Únicamente se valorarán en este apartado

los  medios  ofertados  por  encima  de  los  mínimos  exigidos  en  el  Pliego  de

Prescripciones Técnicos y en el compromiso de adscripción de medios.

 Metodología de trabajo propuesto, hasta 10 puntos

 Plan  de  mantenimiento  de  los  aplicaciones  de  la  plataforma eielAC.

hasta 10 puntos

Hasta 35 puntos, 

desglosados en:

Plan de control de calidad en ejecución de los trabajos (referencias técnicas 

apartado b)
Hasta 5 puntos

Mejoras en el contenido de los documentos o métodos de análisis de la 

información de la BDT·EIEL (referencias técnicas, apartado c)

Los licitadores deberán justificar y describir técnicamente las mejoras que 

oferten

Hasta 10 puntos

Mejoras en la funcionalidad del software de eielAC (referencias técnicas, 

apartado d)

Los licitadores deberán justificar y describir técnicamente los mejoras que 

oferten

Se valorarán en este apartado:

Hasta 10 puntos

* Mejoras  en  la  capacidad  de  difusión  y  acceso  desde  Internet  de la

cartografía y datos de eielAC.
* Mejoras y actualizaciones en el interfaz de usuario de los visores de

mapas da webEIEL y adaplación a dispositivos móviles.

  * Ampliación de funcionalidades de gestión municipal en gisEIEL

El órgano de contratación recoge en su informe, añadiendo alguna explicación adicional, las razones que en

el informe técnico de valoración fundamentan las puntuaciones obtenidas en cada criterio de adjudicación de

las ofertas valoradas, señalando lo siguiente:
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“En relación con el factor equipo de trabajo, señalan que se consideró a los dos equipos de trabajo como

idóneos en su cualificación y multidisciplinariedad, y se los distinguió objetivamente en sus puntuaciones

porque la LIDC presenta mayores medios ofertados por encima de los mínimos exigidos en el pliego de

prescripciones  técnicas  tal  como  puede  deducirse  de  la  expresión  de  sus  datos  con  referencia  a

especialidades y dedicación.

En relación con el factor metodología de trabajo, la misma puntuación que se otorga a los licitadores se

justifica en que ambas propuestas sobre metodologías de trabajo se consideran igualmente adecuadas y

resultan bastante parecidas.

Con respecto al  factor  plan de mantenimiento,  resaltan que la  UTE propone un plan de mantenimiento

insuficientemente adaptado a las aplicaciones de la eielAC ya que se  limita a transcribir una metodología del

Ministerio de Hacienda, frente al presentado por la UDC que permite deducir un más completo conocimiento

del proyecto técnico a ejecutar, razón por la que se otorga a esta última una mayor puntuación.

Respecto al factor plan de control de calidad, la inferior puntuación obtenida por la UTE se basa en el hecho

de que se trata de un plan de control genérico (menos específico y adaptado que el de la UDC), centrado

más en los procedimientos para corregir errores que en su detección.

En relación al  factor mejoras de documentos o métodos,  destacan el  mayor interés de los métodos de

análisis propuestos por la UDC (referidos al cálculo del coste de los servicios y accesibilidad de los núcleos)

frente  a  los  de  la  UTE (sobre  cualificación  y  facturación  energética,  mantenimiento  de  servicios  y  otra

información) con el fin de poder establecer comparaciones entre municipios.

En cuanto al último factor, mejoras en funcionalidad del software, señalan que la propuesta de la UTE ofrece

peores  capacidades  de  difusión  y  acceso,  no  presento  mejoras  de  la  interfaz  y  significa  una  inferior

ampliación de las funcionalidades de gestión municipal”.

Sexto. Se impugna, por tanto, la validez del informe técnico. A este respecto la doctrina de este Tribunal

puede  condensarse  en  el  pronunciamiento  contenido  en  el  fundamento  decimocuarto  de  la  resolución

718/2014 de 26 de septiembre, el cual sostiene que: “Este Tribunal se ha pronunciado reiteradamente (por

todas, Resoluciones de 26 de enero, 30 de marzo de 2012, 4 de abril de 2014 ó 19 de mayo de 2014) sobre

la  discrecionalidad  técnica  que  asiste  a  la  Administración  en  la  valoración  de  criterios  eminentemente

técnicos, señalando que “es de plena aplicación a los criterios evaluables en función de juicios de valor la

jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  respecto  de  la  denominada  discrecionalidad  técnica  de  la

Administración. Ello supone que tratándose de cuestiones que se evalúan aplicando criterios estrictamente

técnicos,  el  Tribunal  no puede  corregirlos  aplicando criterios jurídicos.  No se quiere decir  con ello,  sin

embargo, que el resultado de estas valoraciones no puedan ser objeto de análisis por parte de este Tribunal,

sino que este análisis debe quedar limitado de forma exclusiva a los aspectos formales de la valoración, tales

como las normas de competencia o procedimiento, a que en la valoración no se hayan aplicado criterios de 
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arbitrariedad o discriminatorios, o que finalmente no se haya recurrido en error material al efectuarla. Fuera

de estos casos, el Tribunal debe respetar los resultados de dicha valoración”.

Por su parte, las Resoluciones 159/2012, de 30 de julio y 550/2014, de 18 de julio, señalaban que “sólo en

aquellos casos en que la valoración deriva del error, la arbitrariedad o el defecto procedimental caber entrar,

no tanto en su revisión, cuanto en su anulación -seguida de una orden de práctica de una nueva valoración

de conformidad con los términos de la resolución que la acuerde-, a lo que se añade que, para apreciar la

posible  existencia  de  error  en  la  valoración  no  se  trata  de  realizar  ‘un  análisis  profundo  de  las

argumentaciones técnicas aducidas por las partes sino más exactamente y tal como  la jurisprudencia ha

puesto de manifiesto, de valorar si en la aplicación del criterio de adjudicación se ha producido un error

material o de hecho que resulte patente de tal forma que pueda ser apreciado sin necesidad de efectuar

razonamientos complejos’ (resolución de este Tribunal núm. 93/2012)”.

No obstante lo anterior, debe tenerse presente que la motivación no precisa ser un razonamiento exhaustivo

y pormenorizado en todos los aspectos y  perspectivas, bastando con que sea racional y suficiente, así como

su extensión de suficiente amplitud para que los interesados tengan el debido conocimiento de los motivos

del acto para poder defender sus derechos e intereses, pudiendo ser los motivos de hecho y de derecho

sucintos siempre que sean suficientes, como declara la jurisprudencia tanto del Tribunal Constitucional como

del Tribunal Supremo (por todas STC 37/1982, de 16 junio, SSTS de 9 junio 1986, 31 de octubre de 1995, 20

de enero 1998, 11 y 13 de febrero, 9 de marzo 1998, 25 de mayo 1998, 15 de junio de 1998, 19 de febrero

1999, 5 de mayo de 1999 y 13 enero 2000).

Pues bien, llegados a este punto hemos de señalar que el informe técnico es extraordinariamente parco en

su motivación, salvo en lo que se refiere a la cualificación y multidisciplinariedad del equipo de trabajo, en

que sí se ha pormenorizado la puntuación asignada, y de cuya valoración discrepa la ahora recurrente por no

ser conforme al criterio establecido en el pliego. El informe se limita a fundar la asignación de puntos en cada

criterio con base en razones genéricas que no concreta el porqué de la puntuación obtenida en cada criterio,

además que sólo se refiere a la oferta de la Universidad de A Coruña.

Así,  en relación a metodología de trabajo y al plan de mantenimiento,  indica simplemente que permiten

deducir un conocimiento más completo del proyecto técnico a ejecutar, cuando se trata de criterios distintos,

y, además, en el segundo de ellos existe una sensible diferencia de puntuación en favor de la Universidad de

A Coruña sin que aparezca ninguna razón que lo justifique. Otro tanto ocurre con el criterio relativo al control

de calidad,  con respecto del  cual  se indica que contiene referencias más específicas.   Por  último,  en

relación  con  los  criterios  de  mejoras  de  documentos o métodos y mejoras en la funcionalidad del

software, se señala simplemente que se consideran de mayor interés las mejoras propuestas por la oferta de

la Universidad.
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En este sentido, ha de traerse a colación la Sentencia del Tribunal Supremo de 19 de  julio de 2010, recaída

en recurso de casación 950/2008 (Roj STS 4043/2010), y que, después de recordar los hitos fundamentales

de la doctrina jurisprudencial relativa a la discrecionalidad técnica, afirmó:

“5.- La fase final de la evolución jurisprudencial la constituye la definición de cuál debe ser el contenido de la

motivación para que, cuando sea exigible, pueda ser considerada válidamente realizada.

Y a este respecto se ha declarado que ese contenido debe cumplir al menos estas principales exigencias: (a)

expresar el material o las fuentes de información sobre las que va a operar el juicio técnico; (b) consignar los

criterios de valoración cualitativa que se utilizarán para emitir el juicio técnico; y (c) expresar por qué la

aplicación de esos criterios conduce al resultado individualizado que otorga la preferencia a un candidato

frente a los demás.

Son  exponente  de  este  último  criterio  jurisprudencial  los  recientes  pronunciamientos  de  este  Tribunal

Supremo sobre nombramientos de altos cargos jurisdiccionales (STS de 27 de noviembre de 2007, recurso

407/2006),  sobre  concursos  de  personal  docente  universitario  (STS de  19  de  mayo  de  2008,  recurso

4049/2004) y sobre convocatorias del  Consejo General  del  Poder Judicial  para puestos en sus órganos

técnicos (STS de 10 de octubre de 2007, recurso 337/2004).”

En definitiva,  el informe no revela el  iter lógico que lleva del examen de las ofertas,  -lo que exigiría  un

resumen justificado  del  contenido  de  cada  oferta  respecto  de cada  criterio–,  no  siendo  posible  deducir

lógicamente la relación entre lo ofertado y la puntuación asignada y, por tanto, si se han producido errores o

infracciones del ordenamiento jurídico en la valoración.

Por ello, sin prejuzgar que la puntuación asignada en el informe haya sido o no correcta, la motivación para

la asignación es insuficiente, en cuanto nos impide apreciar y por tanto concluir si la valoración es conforme

a los pliegos o si por el contrario es arbitraria, discriminatoria, o incurre en errores materiales.

En consecuencia, constatada la insuficiencia de la motivación recogida en el informe de valoración de las

ofertas,  debemos  estimar  el  recurso,  reponiendo  las  actuaciones  (artículo  47.2  TRLCSP)  al  tiempo

inmediatamente anterior a la emisión del  informe técnico de valoración de las ofertas en cuanto se refieren a

los criterios evaluables mediante juicio de valor, a fin de que por parte de los servicios técnicos se emita una

evaluación suficientemente fundada de la ofertas de la recurrente y adjudicataria del contrato –que no podrá

alterar la puntuación inicialmente otorgada, por impedirlo el artículo 150.2 TRLCSP; Resolución 13/2014 -, sin

perjuicio de la conservación de los actos independientes de la valoración técnica, en particular de lo referido

a la apertura, lectura y valoración de los criterios cuantificables en forma automática o mediante fórmula.
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Por todo lo anterior,VISTOS los preceptos legales de aplicación, ESTE TRIBUNAL en sesión celebrada en el

día de la fecha ACUERDA:

Primero. Estimar el recurso interpuesto por D. P. A. P., en nombre y representación de ESPINA Y DELFÍN,

S.L.,  GIGA GABINETE DE INGENIERÍA,  S.L.  Y AVANSING S.L.L,  UNIÓN TEMPORAL DE EMPRESAS

contra  la resolución de la Diputación Provincial de  A Coruña de adjudicación del contrato de “Servicio de

actualización,  análisis  y  mantenimiento  de  la  Encuesta  sobre  Infraestructuras  y  Equipamientos  Locales

(EIEL) de la provincia de A Coruña (fase 2014)” (número de expediente: PCO.001.2014.06842), reponiendo

las actuaciones al  tiempo inmediatamente anterior a la emisión del informe técnico de valoración de las

ofertas  en  cuanto  se  refieren  a  los  criterios  evaluables  mediante  juicio  de  valor,  sin  perjuicio  de  la

conservación de los actos o parte de los mismos no afectados en los términos en que se señala en los

fundamentos de esta resolución.

Segundo. Levantar la suspensión del procedimiento acordada de conformidad con lo previsto en el artículo

47.4 del TRLCSP.

Tercero. Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la interposición del recurso

por lo que no procede la imposición de la sanción prevista en el artículo 47.5 del TRLCSP.

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer recurso ante la Sala

de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, en el plazo dos meses, a contar

desde el día siguiente a la recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos

10.1  letra  k)  y  46.1  de  la  Ley  29/1998,  de  13  de  julio,  Reguladora  de  la  Jurisdicción  Contencioso-

administrativa.
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